
JUZGADO 402 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE VALLEDUPAR 
 

Valledupar, trece (13) de octubre de dos mil veintidós (2022) 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: MILADIS ESTHER TOVAR JIMENO 
DEMANDADO: NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 47-001-3333-007-2018-00201-00 
 
Revisado el expediente de la referencia, seria del caso, adecuar el trámite del 
presente asunto de conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 42 de 
la Ley 2080 de 2021,1 que adicionó el artículo 182A del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y en consecuencia, 
pronunciarse respecto de la contestación de la demanda, excepciones, pruebas, 
fijación del litigio y de no ser, porque no obra en el plenario la Resolución 
DESAJ,R17-1438 del 16 de noviembre de 2017 y se encuentra manera incompleta 
el Oficio DESAJMO17-2958 del 31 de octubre de 2017. 
 
Lo expuesto, no permite que esta Judicatura pueda analizar el contenido de la 
actuación administrativa que dio origen a este medio de control y, por tanto, no es 
posible determinar los presupuestos fácticos y los problemas jurídicos que habrán 
de resolverse en la sentencia, motivo por el cual estima necesario este Despacho 
que obren en el plenario todas las actuaciones que comportan la sede 
administrativa. 
 
En razón de lo anterior y con fundamento en el inciso 2° del artículo 213 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,2 se 
procederá a decretar la práctica de una prueba de oficio en este asunto. 
 
En consecuencia, se ordenará que por secretaria se oficie a la Oficina de Talento 
Humano de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial Seccional Santa 
Marta, con el objeto de que allegue al plenario lo siguiente: 
 

1. Copia de derecho de petición presentado el 31 de octubre de 2017 por la 
Dra. CLAUDIA PATRICIA CARVAJAL AGUDELO en su condición de 
apoderada de la señora MILADIS ESTHER TOVAR JIMENO y que dio 
origen a la expedición del Oficio DESAJMO17-2958 del 31 de octubre de 
2017. 
 

2. Copia íntegra del Oficio DESAJMO17-2958 del 31 de octubre de 2017, 
proferido por la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de 
Santa Marta, y su constancia de notificación. 

 
3. Copia del recurso de apelación presentado el 9 de octubre de 2017, por la 

Dra. CLAUDIA PATRICIA CARVAJAL AGUDELO en su condición de 

                                                           
1 ARTÍCULO 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor:   ARTÍCULO 182A. Sentencia 
anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. Antes de la audiencia inicial:   a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) 
Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y 
la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles.   El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 
haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.  
Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el' inciso final del artículo 181 de este código y la 
sentencia se expedirá por escrito.  No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada con base en este 
numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo 
dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.  […] – Sic 
2 Artículo 213. Pruebas de oficio. En cualquiera de las instancias el Juez o Magistrado Ponente podrá decretar de oficio las pruebas que considere 
necesarias para el esclarecimiento de la verdad. Se deberán decretar y practicar conjuntamente con las pedidas por las partes. Además, oídas las 
alegaciones el Juez o la Sala, sección o subsección antes de dictar sentencia también podrá disponer que se practiquen las pruebas necesarias para 
esclarecer puntos oscuros o difusos de la contienda. Para practicarlas deberá señalar un término de hasta diez (10) días. En todo caso, dentro del 
término de ejecutoria del auto que decrete pruebas de oficio, las partes podrán aportar o solicitar, por una sola vez, nuevas pruebas, siempre que 
fueren indispensables para contraprobar aquellas decretadas de oficio. Tales pruebas, según el caso, serán practicadas dentro de los diez (10) días 
siguientes al auto que las decrete. 

  

 

 



apoderada de la señora MILADIS ESTHER TOVAR JIMENO el contra 
Oficio DESAJMO17-2958 del 31 de octubre de 2017, proferido por la 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Santa Marta. 
 

4. Copia íntegra de la Resolución No. DESAJSMR17-1438 del 16 de 
noviembre de 2017, que concedió el recurso de apelación interpuesto en 
contra del Oficio DESAJMO17-2958 del 31 de octubre de 2017, y su 
constancia de notificación. 

 
Todo lo anterior, en el término de cinco (5) días siguientes al recibo de la 
comunicación respectiva.  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 402 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar, 

RESUELVE 

 
PRIMERO: Por secretaría, ofíciese a la Oficina de Talento Humano de la Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial Seccional Santa Marta, con el objeto de que 
allegue al plenario lo siguiente: 
 

1. Copia de derecho de petición presentado el 31 de octubre de 2017 por la 
Dra. CLAUDIA PATRICIA CARVAJAL AGUDELO en su condición de 
apoderada de la señora MILADIS ESTHER TOVAR JIMENO y que dio 
origen a la expedición del Oficio DESAJMO17-2958 del 31 de octubre de 
2017. 
 

2. Copia íntegra del Oficio DESAJMO17-2958 del 31 de octubre de 2017, 
proferido por la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de 
Santa Marta, y su constancia de notificación. 

 
3. Copia del recurso de apelación presentado el 9 de octubre de 2017, por la 

Dra. CLAUDIA PATRICIA CARVAJAL AGUDELO en su condición de 
apoderada de la señora MILADIS ESTHER TOVAR JIMENO el contra 
Oficio DESAJMO17-2958 del 31 de octubre de 2017, proferido por la 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Santa Marta. 
 

4. Copia íntegra de la Resolución No. DESAJSMR17-1438 del 16 de 
noviembre de 2017, que concedió el recurso de apelación interpuesto en 
contra del Oficio DESAJMO17-2958 del 31 de octubre de 2017, y su 
constancia de notificación. 

 
Todo lo anterior, en el término de cinco (5) días siguientes al recibo de la 
comunicación respectiva. 

SEGUNDO: Cumplido lo anterior, ingrésese el expediente al Despacho para 
proferir la sentencia correspondiente. 

 
 

Notifíquese y Cúmplase 
 

 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
 
J402/COM/del 
 



Firmado Por:

Claudia Marcela Otalora Mahecha

Juez

Juzgado Administrativo

Transitorio

Valledupar - Cesar
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JUZGADO 402 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE 
VALLEDUPAR 

 
 

Valledupar, Cesar, trece (13) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: FRANCISCO JAVIER CAMPO MENDOZA 
DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 47-001-33-33-007-2020-00116-00 

 

I. DEL RECONOCIMIENTO DE PERSONERÍA JURÍDICA. – 

Revisado el expediente digital, se tiene que obra poder especial, amplio y suficiente 
conferido por la demandante. En este sentido, este Despacho reconocerá 
personería jurídica al abogado FERNANDO RAUL BUSTAMANTE MORRON, 
portador de la tarjeta profesional No. 208.404 del Consejo Superior de la Judicatura 
como apoderada judicial de la demandante, el señor FRANCISCO JAVIER CAMPO 
MENDOZA, en el asunto de la referencia y en los términos del mentado poder.  
 

II. DEL ESCRITO DE SUBSANACIÓN DE DEMANDA PRESENTADO 
POR EL APODERADO JUDICIAL DE LA PARTE DEMANDANTE. – 

 
Ahora bien, del estudio del plenario del presente medio de control, se evidencia que, 
a través del auto del veintidós (22) de septiembre de 20221, este Despacho resolvió 
inadmitir la demanda impetrada por el actor por defectos en el contenido de la 
demanda y por el incumplimiento de los postulados descritos en el artículo 5º del 
Decreto 806 de 2020, vigente en ese momento procesal, para lo cual se concedió a 
la parte demandante el término de diez (10) días para presentar escrito de 
subsanación.  
 
En este sentido, el diez (10) de octubre de 2022, el apoderado judicial de la parte 
demandante, de manera oportuna, allegó al presente asunto memorial subsanando 
la demanda en debida forma2. Así las cosas, considera este Despacho que se 
reúnen los requisitos formales y se procederá a admitir la demanda, conforme a lo 
establecido en el artículo 171 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo.  
 
Ahora bien, atendiendo a lo dispuesto por la Ley 2080 de 2021, se tiene que el 
presente asunto no solo será tramitado a través de medios digitales, tal como lo 
prevé la norma, sino que cumplió con los postulados necesarios para su admisión.  
 
 
Por lo anterior, el Juzgado 402 Administrativo Transitorio del Circuito de Valledupar, 
(C), 
 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: Se reconoce personería para actuar al abogado FERNANDO RAUL 
BUSTAMANTE MORRON, portador de la tarjeta profesional No. 208.404 del 
Consejo Superior de la Judicatura como apoderada judicial de la demandante, el 
señor FRANCISCO JAVIER CAMPO MENDOZA, en el asunto de la referencia, de 
conformidad con el poder especial que reposa en el expediente digital. 

                                                           
1 Ver archivo 04AutoAvoca-InadmiteDemanda del expediente digital.     
2 Ver archivos 06MemorialSubsanaDemanda del expediente digital. 

  

 

 



 
SEGUNDO: ADMITIR en primera instancia la presente demanda de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho propuesta por el señor FRANCISCO JAVIER 
CAMPO MENDOZA, a través de apoderado judicial, en contra de la NACIÓN-RAMA 
JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 
 
TERCERO: Como consecuencia de lo anterior, se ordena: 
 
1°. Notificar personalmente el contenido de esta providencia a la NACIÓN-RAMA 
JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, a la 
AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO y al MINISTERIO 
PÚBLICO, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 
judiciales a que se refiere el artículo 197 del CPACA.  
 
2°. Correr traslado de a la parte demandada y al Ministerio Público por el término de 
treinta (30) días, contados después de los dos días siguientes a la remisión de la 
notificación personal del auto admisorio de la demanda y de los traslados anexos 
de la misma, para que pueda contestarla, proponer excepciones, solicitar pruebas, 
llamar en garantías y presentar demanda de reconvención, según sea el caso, de 
conformidad con lo previsto en los artículos 172 y 199 del CPACA, modificado por 
la Ley 2080 de 2021, artículo 48.   
 
La formulación de excepciones previas deberá presentarse en escrito separado 
como lo dispone el artículo 101 del Código General del Proceso. 
 
La contestación deberá remitirse vía electrónica al correo 
j07admsmta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de conformidad con el artículo 109 del 
Código General del Proceso, se entenderá presentada oportunamente si se recibe 
antes del cierre del despacho del día en que se vence el término, teniendo en cuenta 
los horarios de atención establecidos por el Consejo Superior de la Judicatura, para 
el efecto entre 8:00 a.m. y 5:00 p.m. de lunes a viernes.  
 
Adviértase a la entidad accionada que, con la contestación de la demanda, deberá 
aportar todas las pruebas que contenga en su poder y que pretenda hacer valer, de 
conformidad con el artículo 175 numeral 4º del CPACA. 
 
Igualmente, y conforme al parágrafo 1º del artículo 175 ibidem, la entidad 
demandada deberá allegar el expediente administrativo que contenga los 
antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su poder, 
so pena de incurrir en falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado del 
asunto.  
 
Adviértase a la entidad accionada que, con la contestación de la demanda, deberá 
allegar escrito de poder debidamente conferido, de conformidad con los postulados 
previstos en el artículo 74 del Código General del Proceso o el artículo 5º de la Ley 
2213 de 2022.  
 
3°. Notificar por estado a la parte actora, de conformidad con el numeral 1º del 
artículo 171 y 201 del CPACA, modificado por la Ley 2080 de 2021, artículo 50. 
 
PARÁGRAFO: Se advierte que la notificación será efectuada directamente por la 
Secretaría del despacho. 
 
CUARTO: Teniendo en cuenta que las actuaciones se están tramitando en uso de 
las herramientas electrónicas, tal como lo dispone el artículo 186 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021 en su artículo 46, este Despacho se abstendrá 
de ordenar la cancelación de los gastos ordinarios del proceso. En el caso de ser 
necesarias para el diligenciamiento del proceso, edictos, comunicaciones 
telegráficas y correo aéreo y demás trámites, esta Agencia Judicial lo ordenará por 
auto.  
 

mailto:j07admsmta@cendoj.ramajudicial.gov.co


Todas las notificaciones serán efectuadas a través de la secretaría del despacho de 
origen. 

 
 

Notifíquese y Cúmplase 
 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
 
 
J402/COM/ear 

 

Firmado Por:

Claudia Marcela Otalora Mahecha

Juez

Juzgado Administrativo

Transitorio

Valledupar - Cesar
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JUZGADO 402 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, Cesar, trece (13) de octubre de dos mil veintidós (2022).   
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: HEYDI LORENA COTERIO MACHADO 
DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA 

DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 47-001-33-33-007-2020-00262-00 

 

I. DEL RECONOCIMIENTO DE PERSONERÍA JURÍDICA. –  

De conformidad con el poder especial, amplio y suficiente conferido por la 
demandante a su profesional en derecho, este Despacho reconocerá personería 
jurídica a la abogada KARINA FIGUEREDO NUÑEZ, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 1.065.572.815, y portadora de la tarjeta profesional No. 303.520 del 
Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada judicial de la demandante, la 
señora HEYDI LORENA COTERIO MACHADO, en el asunto de la referencia.  

 

II. DEL RECURSO DE REPOSICIÓN INTERPUESTO POR LA PARTE 
ACTORA. –  

Ahora bien, este Despacho advierte que el veintiocho (28) de septiembre de 20221, 
la apoderada de la parte actora interpuso recurso de reposición en contra del auto 
inadmisorio de la demanda, de fecha veintidós (22) de septiembre de 20222.  

En el contenido del recurso, la parte demandante expone sus inconformidades 
sobre la citada providencia respecto a la consideración de este Despacho de que 
no se cumplió con el postulado descrito en el artículo 6º del Decreto 806 de 2020, 
vigente en ese momento procesal, en el sentido de que el demandante, al radicar la 
demanda, debe enviarla simultáneamente por medio electrónico a la parte 
demandante.  

En concreto, la parte actora no comparte los argumentos expuestos por esta 
judicatura, bajo las siguientes consideraciones: 

 “(…) En esta oportunidad considera la parte demandante que esta decisión 
resultó desproporcionada y contraria al ordenamiento jurídico, 
constituyéndose en un defecto procedimental por desconocimiento del 
documento que se anexó con la demanda y que da cuenta que al momento 
de presentar la demanda sí envié de manera simultánea el correo electrónico 
como lo indica la norma que sirvió de sustento para la inadmisión.  

Para demostrar lo anterior, se anexa a este escrito el pantallazo del correo 
electrónico enviado simultáneamente a la parte demandada con la 
presentación de la demanda y así demostrar que sí se cumplió lo establecido 
el artículo 6º del decreto 806 de 2020”.  

 

III. CONSIDERACIONES. –  

En primer lugar, como se manifestó en la providencia del veintidós (22) de 
septiembre de 2022, uno de los requisitos para la admisión de la demanda se radica 
en verificar si la parte demandante cumplió con los postulados determinados en el 

                                                           
1 Ver archivo 06RecursoReposicionContraAutoInadmisorio del expediente digital. 
2 Ver archivo 04AutoAvoca-InadmiteDemanda del expediente digital. 

  

 

 



artículo 6º del Decreto 806 de 2020, vigente en el momento procesal en el que se 
radicó la demanda, el cual dispone lo siguiente: 

“(…) En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades 
administrativas que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se 
soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 
notificaciones el demandado, el demandante, al presentar la demanda, 
simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella y de sus 
anexos a los demandados. Del mismo modo deberá proceder el demandante 
cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 
secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el cumplimiento de 
este deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial inadmitirá la demanda. 
De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se acreditará con la 
demanda el envío físico de la misma con sus anexos (…)”. (Subrayado fuera 
de texto).  

En este orden de ideas, para esta Agencia Judicial es claro que, de conformidad 
con el artículo 6º del Decreto 806 de 2020, la parte demandante tiene la carga de 
enviar simultáneamente la demanda por medio electrónico a la parte demandada, 
al momento de radicar el medio de control.  

En efecto, en el caso concreto, la parte demandante aporta captura de pantalla del 
correo electrónico enviado a la parte demandada el doce (12) de noviembre de 
2020, fecha previa a la consignada en el acta de reparto del medio de control de la 
referencia, en el que se incluye el escrito de la demanda y sus anexos3, por lo que 
se evidencia que fue cumplido a cabalidad el requisito contemplado en el artículo 6º 
del Decreto 806 de 2020.  

De conformidad con lo anterior, esta Agencia Judicial repondrá el auto del veintidós 
(22) de septiembre de 2022, y admitirá la demanda interpuesta por la señora HEYDI 
LORENA COTERIO MACHADO, en contra de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, al considerar que se 
reúnen los requisitos formales para ello, conforme a lo establecido en el artículo 171 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

Ahora bien, atendiendo a lo dispuesto por la Ley 2080 de 2021, se tiene que el 
presente asunto no solo será tramitado a través de medios digitales, tal como lo 
prevé la norma, sino que cumplió con los postulados necesarios para su admisión.  
 
 
Por lo anterior, el Juzgado 402 Administrativo Transitorio del Circuito de Valledupar, 
(C), 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: RECONOCER personería para actuar a la abogada KARINA 
FIGUEREDO NUÑEZ, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.065.572.815, 
y portadora de la tarjeta profesional No. 303.520 del Consejo Superior de la 
Judicatura, como apoderada judicial de la demandante, la señora HEYDI LORENA 
COTERIO MACHADO, en el asunto de la referencia, de conformidad con la parte 
motiva de la presente providencia.  
 
SEGUNDO: REPONER el auto del veintidós (22) de septiembre de 2022, respecto 
a la inadmisión de la demanda frente a los defectos formales expuesto en la 
providencia, de conformidad con lo expuesto en precedencia.  
 
TERCERO: como consecuencia de lo anterior, se ordena:  
 
1º. ADMITIR en primera instancia la presente demanda de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho propuesta, por la señora HEYDI LORENA COTERIO 
MACHADO, a través de apoderada, en contra de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 

                                                           
3 Ver fl. 4 del archivo 06RecursoReposicionContraAutoInadmisorio del expediente digital. 



 
2°. Notificar personalmente el contenido de esta providencia a la NACIÓN-RAMA 
JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, a la 
AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO y al MINISTERIO 
PÚBLICO, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 
judiciales a que se refiere el artículo 197 del CPACA.  
 
3°. Correr traslado de a la parte demandada y al Ministerio Público por el término de 
treinta (30) días, contados después de los dos días siguientes a la remisión de la 
notificación personal del auto admisorio de la demanda y de los traslados anexos 
llamar en garantías y presentar demanda de reconvención, según sea el caso, de 
conformidad con lo previsto en los artículos 172 y 199 del CPACA, modificado por 
la Ley 2080 de 2021, artículo 48.   
 
La formulación de excepciones previas deberá presentarse en escrito separado 
como lo dispone el artículo 101 del Código General del Proceso. 
 
La contestación deberá remitirse vía electrónica al correo 
j07admsmta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de conformidad con el artículo 109 del 
Código General del Proceso, se entenderá presentada oportunamente si se recibe 
antes del cierre del despacho del día en que se vence el término, teniendo en cuenta 
los horarios de atención establecidos por el Consejo Superior de la Judicatura, para 
el efecto entre 8:00 a.m. y 5:00 p.m. de lunes a viernes.  
 
Adviértase a la entidad accionada que, con la contestación de la demanda, deberá 
aportar todas las pruebas que contenga en su poder y que pretenda hacer valer, de 
conformidad con el artículo 175 numeral 4º del CPACA. 
 
Igualmente, y conforme al parágrafo 1º del artículo 175 ibidem, la entidad 
demandada deberá allegar el expediente administrativo que contenga los 
antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su poder, 
so pena de incurrir en falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado del 
asunto.  
 
Adviértase a la entidad accionada que, con la contestación de la demanda, deberá 
allegar escrito de poder debidamente conferido, de conformidad con los postulados 
previstos en el artículo 74 del Código General del Proceso o el artículo 5º de la Ley 
2213 de 2022.  
 
4°. Notificar por estado a la parte actora, de conformidad con el numeral 1º del 
artículo 171 y 201 del CPACA, modificado por la Ley 2080 de 2021, artículo 50. 
 
PARAGRAFO: Se advierte que la notificación será efectuada directamente por la 
Secretaría del despacho. 
 
CUARTO: Teniendo en cuenta que las actuaciones se están tramitando en uso de 
las herramientas electrónicas, tal como lo dispone el artículo 186 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021 en su artículo 46, este Despacho se abstendrá 
de ordenar la cancelación de los gastos ordinarios del proceso. En el caso de ser 
necesarias para el diligenciamiento del proceso, edictos, comunicaciones 
telegráficas y correo aéreo y demás trámites, esta Agencia Judicial lo ordenará por 
auto.  
 
Todas las notificaciones serán efectuadas a través de la secretaría del despacho de 
origen. 
 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 

mailto:j07admsmta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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JUZGADO 402 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE VALLEDUPAR 
 

Valledupar, trece (13) de octubre de dos mil veintidós (2022) 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: JAIME ANTONIO BETIN DOMINGUEZ 
DEMANDADO: NACIÓN - RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 47-001-33-33-007-2022-00358-00 
 
Revisado este asunto, se observa que mediante auto de fecha 22 de septiembre 
de 2022,1 fue inadmitido el presente medio de control. En consecuencia, dispuso 
el término de diez (10) días para subsanar el mismo.  
 
En ese sentido, la parte actora de manera oportuna allegó al presente asunto 
memorial subsanando el defecto anotado.2 Así las cosas, como quiera que la parte 
demandante subsanó la demanda en debida forma, considera este Despacho que 
se reúnen los requisitos formales y se procede a la admisión de la demanda, 
conforme a lo establecido en el artículo 171 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
Ahora bien, atendiendo a lo dispuesto por la Ley 2080 de 2021, se tiene que el 
presente asunto será tramitado a través de medios digitales, tal como lo prevé la 
norma, además de que cumplió con los postulados necesarios para su admisión.  
 
Por lo anterior, el Juzgado 402 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar,  

RESUELVE 

PRIMERO: ADMITIR en primera instancia la presente demanda de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho, propuesta por el señor JAIME ANTONIO BETIN 
DOMINGUEZ, por medio de apoderada, en contra de la NACIÓN - RAMA 
JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL.  

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ordena: 
 
1°. Notificar personalmente el contenido de esta providencia a la NACIÓN - RAMA 
JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, a la 
AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO y al MINISTERIO 
PÚBLICO (Procurador 185 Judicial I para Asuntos Administrativos), mediante 
mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales a que se refiere 
el artículo 197 del CPACA.  
 
2°. Correr traslado de la demanda a la parte demandada y al Ministerio Público por 
el término de treinta (30) días, contados después de los dos días siguientes a la 
remisión de la notificación personal del auto admisorio de la demanda y de los 
traslados anexos de la misma, para que pueda contestarla, proponer excepciones, 
solicitar pruebas, llamar en garantías y presentar demanda de reconvención, 
según sea el caso, de conformidad con lo previsto en los artículos 172 y 199 del 
CPACA, modificado por la Ley 2080 de 2021, artículo 48.   
 
La formulación de excepciones previas deberá presentarse en escrito separado 
como lo dispone el artículo 101 del Código General del Proceso. 
 
La contestación deberá remitirse vía electrónica al correo 
j07admsmta@cendoj.ramajudicial.gov.co y de conformidad con el artículo 109 del 
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Código General del Proceso, se entenderá presentada oportunamente si se recibe 
antes del cierre del despacho del día en que se vence el término, teniendo en 
cuenta los horarios de atención establecidos por el Consejo Superior de la 
Judicatura, para el efecto entre 8:00 a.m. y 5:00 p.m. de lunes a viernes.  
 
Adviértase a la entidad accionada que, con la contestación de la demanda, deberá 
aportar todas las pruebas que contenga en su poder y que pretenda hacer valer, 
de conformidad con el artículo 175 numeral 4º del CPACA. 
 
Igualmente, y conforme al parágrafo 1º del artículo 175 ibidem, la entidad 
demandada deberá allegar el expediente administrativo que contenga los 
antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su poder, 
so pena de incurrir en falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado del 
asunto.  
 
Así mismo, con la contestación de la demanda, deberá allegar escrito de poder 
debidamente conferido, de conformidad con los postulados previstos en el artículo 
74 del Código General del Proceso o el artículo 5º de la Ley 2213 de 2022. 
 
3°. Notificar por estado a la parte actora, de conformidad con el numeral 1º del 
artículo 171 y 201 del CPACA, modificado por la Ley 2080 de 2021, artículo 50. 
 
TERCERO: Informar a las partes y al Agente del Ministerio Público que, en 
adelante, los escritos que se presenten deberán remitirse al siguiente correo 
electrónico j07admsmta@cendoj.ramajudicial.gov.co y que todo el procedimiento 
se desarrollará a través de medios virtuales. 
 
PARAGRAFO: Se advierte que la notificación será efectuada directamente por la 
Secretaría del despacho. 
 
CUARTO: Se   recuerda   a   quienes   comparecen   a   este   proceso   que   en   
todas   las actuaciones  que  se  adelanten  en  este  trámite,  deberán  observar  
los  deberes contenidos  en el artículo 186 del  CPACA, modificado  por el  artículo  
46  de  la Ley 2080  de  2021  que  a  su  vez  remite  el  contenido  del  artículo  
78  del  CGP,  entre otros,  suministrar  a  la autoridad  judicial  competente,  y  a  
todos  los  demás  sujetos procesales,  los  canales  digitales  elegidos  para  los  
fines  del  proceso  y  enviar  a través de estos un ejemplar de todos los 
memoriales o actuaciones que realicen, simultáneamente con copia incorporada al 
mensaje enviado a la autoridad judicial y comunicar cualquier cambio de dirección 
o  medio  electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan surtiendo 
válidamente en la anterior. 
 
QUINTO: Requiérase, a la parte demandada, para que, al momento de dar 
contestación a la demanda, se sirva aportar todos los documentos en formato PDF 
con su respectivo índice. Lo anterior atendiendo las dificultades propias de la 
consulta de la información contenida en medio digital y a fin de que dicha consulta 
se haga de la manera más eficiente posible. 
 
SEXTO: RECONOCER personería para actuar a la doctora DIANA MORALES 
BUILES, identificada con C.C. No. 32.257.700 y portadora de la tarjeta profesional 
No. 147.3980 del C. S. de la J., en los términos del poder que reposa a folios 14 – 
16 del archivo 03, en el expediente digital. 
 
SÉPTIMO: Teniendo en cuenta que las actuaciones se están tramitando en uso de 
las herramientas electrónicas, tal como lo dispone el artículo 186 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021 en su artículo 46, este Despacho se 
abstendrá de ordenar la cancelación de los gastos ordinarios del proceso. En el 
caso de ser necesarias para el diligenciamiento del proceso, edictos, 
comunicaciones telegráficas y correo aéreo y demás trámites, esta Agencia 
Judicial lo ordenará por auto.  
 
Todas las notificaciones serán efectuadas a través de la secretaría del despacho. 
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Notifíquese y Cúmplase 
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JUZGADO 402 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE VALLEDUPAR 
 

Valledupar, trece (13) de octubre de dos mil veintidós (2022) 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: YERCEY NUÑEZ MIER 
DEMANDADO: NACIÓN - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

RADICADO 47-001-33-33-007-2022-00422-00 
 
Revisado este asunto, se observa que mediante auto de fecha 22 de septiembre 
de 2022,1 fue inadmitido el presente medio de control. En consecuencia, dispuso 
el término de diez (10) días para subsanar el mismo.  
 
En ese sentido, la parte actora de manera oportuna allegó al presente asunto 
memorial subsanando el defecto anotado.2 Así las cosas, como quiera que la parte 
demandante subsanó la demanda en debida forma, considera este Despacho que 
se reúnen los requisitos formales y se procede a la admisión de la demanda, 
conforme a lo establecido en el artículo 171 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
Ahora bien, atendiendo a lo dispuesto por la Ley 2080 de 2021, se tiene que el 
presente asunto será tramitado a través de medios digitales, tal como lo prevé la 
norma, además de que cumplió con los postulados necesarios para su admisión.  
 
Por lo anterior, el Juzgado 402 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar,  

RESUELVE 

PRIMERO: ADMITIR en primera instancia la presente demanda de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho, propuesta por el señor YERCEY NUÑEZ MIER, por 
medio de apoderada, en contra de la NACIÓN - FISCALÍA GENERAL DE LA 
NACIÓN.  

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ordena: 
 
1°. Notificar personalmente el contenido de esta providencia a la NACIÓN - 
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA 
JURÍDICA DEL ESTADO y al MINISTERIO PÚBLICO (Procurador 185 Judicial I 
para Asuntos Administrativos), mediante mensaje dirigido al buzón electrónico 
para notificaciones judiciales a que se refiere el artículo 197 del CPACA.  
 
2°. Correr traslado de la demanda a la parte demandada y al Ministerio Público por 
el término de treinta (30) días, contados después de los dos días siguientes a la 
remisión de la notificación personal del auto admisorio de la demanda y de los 
traslados anexos de la misma, para que pueda contestarla, proponer excepciones, 
solicitar pruebas, llamar en garantías y presentar demanda de reconvención, 
según sea el caso, de conformidad con lo previsto en los artículos 172 y 199 del 
CPACA, modificado por la Ley 2080 de 2021, artículo 48.   
 
La formulación de excepciones previas deberá presentarse en escrito separado 
como lo dispone el artículo 101 del Código General del Proceso. 
 
La contestación deberá remitirse vía electrónica al correo 
j07admsmta@cendoj.ramajudicial.gov.co y de conformidad con el artículo 109 del 
Código General del Proceso, se entenderá presentada oportunamente si se recibe 
antes del cierre del despacho del día en que se vence el término, teniendo en 
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cuenta los horarios de atención establecidos por el Consejo Superior de la 
Judicatura, para el efecto entre 8:00 a.m. y 5:00 p.m. de lunes a viernes.  
 
Adviértase a la entidad accionada que, con la contestación de la demanda, deberá 
aportar todas las pruebas que contenga en su poder y que pretenda hacer valer, 
de conformidad con el artículo 175 numeral 4º del CPACA. 
 
Igualmente, y conforme al parágrafo 1º del artículo 175 ibidem, la entidad 
demandada deberá allegar el expediente administrativo que contenga los 
antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentre en su poder, 
so pena de incurrir en falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado del 
asunto.  
 
Así mismo, con la contestación de la demanda, deberá allegar escrito de poder 
debidamente conferido, de conformidad con los postulados previstos en el artículo 
74 del Código General del Proceso o el artículo 5º de la Ley 2213 de 2022. 
 
3°. Notificar por estado a la parte actora, de conformidad con el numeral 1º del 
artículo 171 y 201 del CPACA, modificado por la Ley 2080 de 2021, artículo 50. 
 
TERCERO: Informar a las partes y al Agente del Ministerio Público que, en 
adelante, los escritos que se presenten deberán remitirse al siguiente correo 
electrónico j07admsmta@cendoj.ramajudicial.gov.co y que todo el procedimiento 
se desarrollará a través de medios virtuales. 
 
PARAGRAFO: Se advierte que la notificación será efectuada directamente por la 
Secretaría del despacho. 
 
CUARTO: Se   recuerda   a   quienes   comparecen   a   este   proceso   que   en   
todas   las actuaciones  que  se  adelanten  en  este  trámite,  deberán  observar  
los  deberes contenidos  en el artículo 186 del  CPACA, modificado  por el  artículo  
46  de  la Ley 2080  de  2021  que  a  su  vez  remite  el  contenido  del  artículo  
78  del  CGP,  entre otros,  suministrar  a  la autoridad  judicial  competente,  y  a  
todos  los  demás  sujetos procesales,  los  canales  digitales  elegidos  para  los  
fines  del  proceso  y  enviar  a través de estos un ejemplar de todos los 
memoriales o actuaciones que realicen, simultáneamente con copia incorporada al 
mensaje enviado a la autoridad judicial y comunicar cualquier cambio de dirección 
o  medio  electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan surtiendo 
válidamente en la anterior. 
 
QUINTO: Requiérase, a la parte demandada, para que, al momento de dar 
contestación a la demanda, se sirva aportar todos los documentos en formato PDF 
con su respectivo índice. Lo anterior atendiendo las dificultades propias de la 
consulta de la información contenida en medio digital y a fin de que dicha consulta 
se haga de la manera más eficiente posible. 
 
SEXTO: RECONOCER personería para actuar al doctor LEONIDAS TORRES 
LUGO, identificado con C.C. No. 19.497.104 y portador de la tarjeta profesional 
No. 37.985 del C. S. de la J., en los términos del poder que reposa a folios 13 – 14 
del archivo 03, en el expediente digital. 
 
SÉPTIMO: Teniendo en cuenta que las actuaciones se están tramitando en uso de 
las herramientas electrónicas, tal como lo dispone el artículo 186 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021 en su artículo 46, este Despacho se 
abstendrá de ordenar la cancelación de los gastos ordinarios del proceso. En el 
caso de ser necesarias para el diligenciamiento del proceso, edictos, 
comunicaciones telegráficas y correo aéreo y demás trámites, esta Agencia 
Judicial lo ordenará por auto.  
 
Todas las notificaciones serán efectuadas a través de la secretaría del despacho. 
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Notifíquese y Cúmplase 
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JUZGADO 402 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE 
VALLEDUPAR 

 
 

Valledupar, Cesar, veinte (20) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: JOSE DAVID TERAN OROZCO 
DEMANDADO: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
RADICADO 47-001-3333-003-2020-00278-00  

 
 
Como consta en el memorial allegado al plenario por la entidad demandada el cinco 
(05) de octubre de 20221, la sentencia en primera instancia fue apelada por la parte 
accionada. Por tal motivo y, según lo expuesto, procede este Despacho a dar trámite 
a la alzada, en aras de respetar el Debido Proceso y el Derecho de Defensa y, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, decidirá conceder en el efecto suspensivo, 
el recurso de apelación interpuesto y sustentado oportunamente por la apoderada 
judicial de la NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, en contra de la 
sentencia proferida en este asunto el pasado veintitrés (23) de agosto de 20222, en 
la que se accedió parcialmente a las súplicas incoadas en la demanda.  
 
En ese sentido, el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 67 
de la Ley 2080 del 2021, señala:  
 

“ARTÍCULO 247. TRÁMITE DEL RECURSO DE APELACIÓN CONTRA 
SENTENCIAS. <Artículo modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021. 
El nuevo texto es el siguiente:> El recurso de apelación contra las sentencias 
proferidas en primera instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente 
procedimiento: 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que profirió 
la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación. Este 
término también aplica para las sentencias dictadas en audiencia. 

2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter condenatorio, total o 
parcialmente, y contra este se interponga el recurso de apelación, el juez o 
magistrado ponente citará a audiencia de conciliación que deberá celebrarse 
antes de resolverse sobre la concesión del recurso, siempre y cuando las 
partes de común acuerdo soliciten su realización y propongan fórmula 
conciliatoria. 

3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás requisitos 
legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá remitir el 
expediente al superior. Recibido el expediente por el superior, este decidirá 
sobre su admisión si encuentra reunidos los requisitos. (…)” 

Así pues, revisando el expediente, se evidencia que la apoderada judicial de la parte 
demandada interpuso y sustentó el recurso en la oportunidad legal. 

Por tal motivo, procede el Despacho a conceder el recurso de apelación contra la 
decisión proferida mediante sentencia del veintitrés (23) de agosto de 2022, en la 
que se accedió parcialmente a las súplicas incoadas en la demanda.  

De otra parte, atendiendo a que el artículo 203 del CPACA establece que “las 
sentencias se notificarán, dentro de los tres (3) días siguientes a su fecha, mediante 
envío de su texto a través de mensaje al buzón electrónico para notificaciones 
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judiciales (…)”, y que, en el presente caso, la notificación del fallo en primera 
instancia superó el término antes descrito, se conmina a la Secretaría de este 
Despacho para que, a futuro, realice las notificaciones en atención a los términos 
dispuestos en las normas vigentes.  

En mérito de lo expuesto el Juzgado 402 Administrativo Transitorio del circuito de 
Valledupar, Cesar, 

RESUELVE: 

 
PRIMERO: Conceder en el efecto suspensivo, el recurso de apelación interpuesto 
y sustentado oportunamente por la apoderada judicial de la NACIÓN-FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN, en contra la sentencia proferida en este asunto el 
veintitrés (23) de agosto de 2022, en la que se accedió parcialmente a las súplicas 
incoadas en la demanda. 
 

SEGUNDO: Por Secretaría, remítase el proceso de la referencia a la Oficina Judicial 
de Santa Marta, para que se surta el respectivo reparto entre los magistrados que 
conforman el H. Tribunal Administrativo del Magdalena, con el fin de que se surta el 
recurso concedido. 
 
 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 
 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  
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JUZGADO 402 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, Cesar, veinte (20) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: KAREN TATIANA MORANTES CABALLERO 
DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 47-001-3333-007-2017-00394-00.  

 

Revisado el expediente de la referencia, al tenor de lo previsto en el numeral 1º del 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, que adicionó el artículo 182A del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, advierte este 
Despacho que se torna innecesario llevar a cabo audiencia inicial, teniendo en 
cuenta que concurre el evento consagrado en el literal b) del numeral 1º ibidem, 
para dictar sentencia anticipada por escrito. 

Por lo anterior, en observancia del derecho al debido proceso, se realiza el presente 
pronunciamiento respecto de la contestación de la demanda; del reconocimiento de 
personería jurídica de la apoderada de la parte demandada; de la solicitud de 
integración de litisconsorcio necesario; de las excepciones propuestas por la parte 
demandada; de las pruebas; de la fijación del litigio, y del saneamiento del proceso, 
así:  

1. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.  

Téngase en cuenta que, para todos los efectos, la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, contestó la demanda 
oportunamente.  

Bajo ese contexto, de acuerdo con el aparte de la contestación de la demanda y con 
el poder especial, amplio y suficiente para obrar dentro del presente asunto, este 
Despacho procederá a reconocer personería jurídica a la Dra. DIANA CAROLINA 
NAVARRO NOGUERA, portadora de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 
155.288 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada judicial de la parte 
demandada, la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL en el asunto de la referencia.  

1.1. DE LA SOLICITUD DE INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO 
NECESARIO POR PARTE DE LA ENTIDAD DEMANDADA. 

Ahora, procede el Despacho a resolver respecto a la solicitud de integración de 
litisconsorcio necesario planteada por la apoderada judicial de la Rama Judicial.  

En primer lugar, debe señalarse que el Código General del Proceso regula la figura 
de litisconsorcio necesario en su artículo 61 que expone: 

“ARTÍCULO 61. LITISCONSORCIO NECESARIO E INTEGRACIÓN DEL 
CONTRADICTORIO. Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos 
jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya 
de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

                                                           
1 ARTÍCULO 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor:   ARTÍCULO 182A. Sentencia 
anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:   1. Antes de la audiencia inicial:   a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) 
Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y 
la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles.   El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 
haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de 
controversia.  Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el' inciso final del artículo 181 de este código 
y la sentencia se expedirá por escrito.  No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada con base en 
este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo 
dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.  […] – Sic 

  

 

 



comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que 
intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o 
dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la 
demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para 
integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 
dispuestos para el demandado. 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez 
dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de 
parte, mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia, y concederá 
a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se 
suspenderá durante dicho término. 

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el 
juez resolverá sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a 
los demás. Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en 
litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos. 

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en 
la demanda, podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho 
litisconsorcio.” 

Al respecto, el H. Consejo de Estado con referencia al tema, en providencia del 
veintitrés (23) de febrero de 2017 dentro del proceso de radicado No 25000-23-25-
000-2008-00030-03 (1739-15) manifestó: 

“el litisconsorcio necesario se configura cuando el proceso versa sobre 
relaciones jurídicas que no es posible resolver sin la comparecencia de las 
personas que pueden afectarse o beneficiarse con la decisión o que hubieren 
intervenido en la formación de dichos actos” 

Por lo anterior, a efecto de definir la necesidad de la integración de un litisconsorcio 
se debe analizar la naturaleza de la relación sustancial que se debate en el proceso, 
considerando el Despacho - en este caso en concreto - que de los hechos que se 
debaten no se evidencia que exista una relación jurídica material, única e indivisible, 
que deba resolverse de manera uniforme respecto de los sujetos que se pretende 
integren el contradictorio. 

Frente a la solicitud de vincular a este proceso en calidad de litisconsortes 
necesarios a la NACIÓN - PRESIDENCIA  DE  LA REPUBLICA- MINISTERIO DE 
HACIENDA y al DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA,  
cabe destacar que ninguna de las entidades antes mencionadas fueron las 
encargadas de expedir los actos administrativos demandados, y atendiendo que lo 
que se busca con la presente demanda es la nulidad y restablecimiento del derecho 
de un acto administrativo de carácter particular, y que fuere expedido por el Director 
Seccionales  de  Administración  Judicial  y  el  Director  Ejecutivo  de  Administración 
Judicial, no es viable vincular a dichas entidades, para que respondan por actos 
ajenos a su competencia. 

Debe resaltarse la diferencia existente entre la necesidad de resolver de manera 
uniforme la cuestión litigiosa y la creencia de considerar que otra entidad debería 
responder a nombre de la Rama Judicial en caso de una eventual condena, la 
primera que se tiene como el propósito de la integración de un litisconsorcio, y la 
segunda que se maneja a través del llamamiento en garantía. El hecho que la 
apoderada judicial de la Rama Judicial considere que la NACIÓN -PRESIDENCIA  
DE  LA REPUBLICA- MINISTERIO DE HACIENDA y al DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, podrían  eventualmente verse  
perjudicadas  o  beneficiadas  con  la  decisión  que  se  tomara  en  el  caso 
correspondiente a las reclamaciones salariales acá  pretendidas, no implica per se 
que este proceso no pueda tramitarse sin la intervención absolutamente necesaria 
de las entidades antes señaladas, toda vez que la conformación de la parte pasiva 
en los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho se debe realizar teniendo 
en cuenta a las entidades de las cuales emanaron los  actos  sobre  los  cuales  se  



va  a ejercer control de legalidad, quienes en últimas serían responsables de la 
vulneración del derecho subjetivo, y por ende las encargadas de responder; razón 
suficiente para considerar que tal como está integrado el proceso es posible dictar 
sentencia de fondo sin necesidad de vincular a la Nación - Presidencia de la 
República – Ministerio de Hacienda – Departamento Administrativo de la Función 
Pública. 

2. EXCEPCIONES. 

En este punto se acota que la apoderada judicial de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, propuso como 
excepciones las de (i) Prescripción trienal, e (ii) Inexistencia del derecho reclamado, 
las cuales, por no ostentar la calidad de previa, serán abordadas al momento de 
proferir la respectiva sentencia, en el fondo del asunto. Esto, de conformidad con lo 
dispuesto en el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 38 de 
la Ley 2080 de 2021.  
 

3. DECRETO DE PRUEBAS.  
 

a. Pruebas de la parte demandante.  
 

- Documentales aportados: hasta donde la ley lo permita, ténganse como 
pruebas los documentos que se anexaron a la demanda. 
 
Frente a las pruebas solicitadas por la parte demandante, a saber: 
 
i. La tendiente a ordenar oficiar al extremo accionado para que remita al 

proceso copia auténtica del expediente administrativo de la 
demandante junto a la petición y los actos administrativos 
demandados, así como la hoja de vida donde consten los cargos 
ocupados por este, el salario devengado y los dineros pagados por 
concepto de bonificación judicial y liquidación de prestaciones 
sociales, esta Agencia Judicial se abstendrá de decretarla, dado que 
directamente o por medio de derecho de petición las hubiera podido 
aportar. Lo anterior, de conformidad con el artículo 173 del Código 
General del Proceso.  

 
No existen pruebas por practicar.  
 

b. Pruebas de la parte demandada.  
 

- Documentales aportados: hasta donde la ley lo permita, ténganse como 
pruebas la certificación laboral de la señora KAREN TATIANA MORANTES 
CABALLERO, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.082.845.235, 
visible a folio 174 del cuaderno 6 del expediente digital. 
 
Respecto a los demás documentos allegados por la parte demandada, los 
cuales conforman la hoja de vida laboral de la señora KAREN TATIANA 
MORANTES CABALLERO, este Despacho las rechazará de plano, por ser 
manifiestamente superfluas. Lo anterior, de conformidad con el artículo 168 
del Código General del Proceso.  
 
No existen pruebas por practicar.  
 

c. Pruebas decretadas de oficio.  
 
Ante la necesidad de información para dictar fallo de primera instancia en el 
medio de control de la referencia, este Despacho ordenará que, por 
Secretaría, se requiera a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración 
Judicial de Santa Marta para que, dentro de los tres (03) días siguientes al 
recibo de la respectiva comunicación, allegue al presente asunto la siguiente 
información: 



 
 

- Actos administrativos a través de los cuales se efectúa el reconocimiento y 
la liquidación definitiva de prestaciones sociales y auxilio de cesantías de la 
señora KAREN TATIANA MORANTES CABALLERO, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 1.082.845.235, en razón a su desvinculación a la 
Rama Judicial del Poder Público.  
 

De no contar con los actos administrativos que efectúan el reconocimiento y 
la liquidación definitiva de prestaciones sociales y auxilio de cesantías de la 
actora, informar (i) de qué forma se realizó tal liquidación definitiva, y en qué 
fecha; (ii) qué valores le fueron reconocidos y cancelados a la demandante; 
(iii) si estas liquidaciones se encuentran en firme, y (iv) si, frente a estas, la 
actora elevó reclamo, reparo o recurso alguno.  
 

4. FIJACIÓN DEL LITIGIO.  

El problema jurídico que resolver se centrará en estudiar si se encuentran viciados 
de nulidad los actos administrativos demandados, esto es,  

i. El contenido en el Oficio DESAJSM16-1597 del veintidós (22) de agosto 
de 2016, expedido por la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración 
Judicial de Santa Marta.  
 

ii. El acto ficto o presunto derivado del silencio administrativo negativo de la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, al no notificar decisión 
alguna que resuelva el recurso de reposición, en subsidio del de apelación 
interpuesto por la parte demandante en contra del Oficio DESAJSM16-
1597 del veintidós (22) de agosto de 2016.  

En caso de existir el vicio demandado, deberá determinarse, a título de 
restablecimiento del derecho, si la demandante tiene derecho al reconocimiento, 
desde el diez (10) de febrero de 2014 y a futuro, hasta que perdure la relación laboral 
de la accionante con la Rama Judicial del Poder Público, dándole el carácter salarial 
a la bonificación judicial concebida en el Decreto 383 de 2013, siendo necesario 
reliquidar y pagar las prestaciones sociales teniendo en cuenta dicho factor salarial 
y, por ende, inaplicar, al ser contrario a la Constitución y la Ley, el aparte: “(…) y 
constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General 
de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud (…)”, contenido 
en el artículo 1º del Decreto 383 de 2013.  

De asistirle el derecho a la actora, el Despacho deberá realizar pronunciamiento 
acerca de la prescripción, la indexación con base en el índice de precios al 
consumidor -IPC-, la sanción moratoria por el no pago oportuno del auxilio de 
cesantías y las costas del proceso.  

5. SANEAMIENTO.  

Este Despacho dará traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 402 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar, (C),   

 

RESUELVE 

PRIMERO: TENER POR CONTESTADA la demanda dentro del término legal por 
parte de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL.  



SEGUNDO: RECONOCER personería a la abogada DIANA CAROLINA NAVARRO 
NOGUERA, portadora de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 155.288 del 
Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada de la NACIÓN-RAMA 
JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL en el asunto 
de la referencia, de conformidad con la parte motiva.  

TERCERO: NEGAR la solicitud de integración de litisconsorcio necesario 
presentada por la apoderada judicial de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 

CUARTO: TENER como pruebas las aceptadas en el plenario por este Despacho, 
de conformidad con la parte motiva de la presente providencia.  

QUINTO: ABSTENERSE de decretar la prueba solicitada por la parte demandante, 
de conformidad con lo expuesto en precedencia.  

SEXTO: por Secretaría, OFICIAR a la Dirección Ejecutiva Seccional de 
Administración Judicial de Santa Marta para que, dentro de los tres (03) días 
siguientes al recibo de la respectiva comunicación, allegue al presente asunto la 
siguiente información: 

- Actos administrativos a través de los cuales se efectúa el reconocimiento y 
la liquidación definitiva de prestaciones sociales y auxilio de cesantías de la 
señora KAREN TATIANA MORANTES CABALLERO, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 1.082.845.235, en razón a su desvinculación a la 
Rama Judicial del Poder Público.  
 

De no contar con los actos administrativos que efectúan el reconocimiento y 
la liquidación definitiva de prestaciones sociales y auxilio de cesantías de la 
actora, informar (i) de qué forma se realizó tal liquidación definitiva, y en qué 
fecha; (ii) qué valores le fueron reconocidos y cancelados a la demandante; 
(iii) si estas liquidaciones se encuentran en firme, y (iv) si, frente a estas, la 
actora elevó reclamo, reparo o recurso alguno.  

SÉPTIMO: TENER fijado el litigio del presente proceso, conforme a la parte motiva.  

OCTAVO: Dar traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
 
J402/COM/ear 
 

Firmado Por:

Claudia Marcela Otalora Mahecha

Juez

Juzgado Administrativo

Transitorio

Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,



conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: d8bcc37f6378c314b8009631a28a42e66558484d10161a94de3eb852fddac1ae

Documento generado en 20/10/2022 04:12:16 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
JUZGADO 402 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, Cesar, veinte (20) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: JOSE DOMINGO LOBATO SILVA 
DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 47-001-3333-007-2018-00213-00.  

 

Revisado el expediente de la referencia, al tenor de lo previsto en el numeral 1º del 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, que adicionó el artículo 182A del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, advierte este 
Despacho que se torna innecesario llevar a cabo audiencia inicial, teniendo en 
cuenta que concurre el evento consagrado en el literal b) del numeral 1º ibidem, 
para dictar sentencia anticipada por escrito. 

Por lo anterior, en observancia del derecho al debido proceso, se realiza el presente 
pronunciamiento respecto de la contestación de la demanda; del reconocimiento de 
personería jurídica del apoderado judicial de la parte demandada; de la solicitud de 
integración de litisconsorcio necesario; de las excepciones propuestas por la parte 
demandada; de las pruebas; de la fijación del litigio, y del saneamiento del proceso, 
así:  

1. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.  

Téngase en cuenta que, para todos los efectos, la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, contestó la demanda 
oportunamente.  

Bajo ese contexto, de acuerdo con el aparte de la contestación de la demanda y con 
el poder especial, amplio y suficiente para obrar dentro del presente asunto, este 
Despacho procederá a reconocer personería jurídica al Dr. CARLOS BARRANCO 
CAICEDO, portador de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 133.456 del Consejo 
Superior de la Judicatura, como apoderado judicial de la parte demandada, la 
NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 
JUDICIAL en el asunto de la referencia.  

1.1. DE LA SOLICITUD DE INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO 
NECESARIO POR PARTE DE LA ENTIDAD DEMANDADA. 

Ahora, procede el Despacho a resolver respecto a la solicitud de integración de 
litisconsorcio necesario planteada por el apoderado judicial de la Rama Judicial.  

En primer lugar, debe señalarse que el Código General del Proceso regula la figura 
de litisconsorcio necesario en su artículo 61 que expone: 

“ARTÍCULO 61. LITISCONSORCIO NECESARIO E INTEGRACIÓN DEL 
CONTRADICTORIO. Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos 
jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya 
de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

                                                           
1 ARTÍCULO 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor:   ARTÍCULO 182A. Sentencia 
anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:   1. Antes de la audiencia inicial:   a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) 
Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y 
la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles.   El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 
haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de 
controversia.  Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el' inciso final del artículo 181 de este código 
y la sentencia se expedirá por escrito.  No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada con base en 
este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo 
dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.  […] – Sic 

  

 

 



comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que 
intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o 
dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la 
demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para 
integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 
dispuestos para el demandado. 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez 
dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de 
parte, mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia, y concederá 
a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se 
suspenderá durante dicho término. 

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el 
juez resolverá sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a 
los demás. Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en 
litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos. 

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en 
la demanda, podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho 
litisconsorcio.” 

Al respecto, el H. Consejo de Estado con referencia al tema, en providencia del 
veintitrés (23) de febrero de 2017 dentro del proceso de radicado No 25000-23-25-
000-2008-00030-03 (1739-15) manifestó: 

“el litisconsorcio necesario se configura cuando el proceso versa sobre 
relaciones jurídicas que no es posible resolver sin la comparecencia de las 
personas que pueden afectarse o beneficiarse con la decisión o que hubieren 
intervenido en la formación de dichos actos” 

Por lo anterior, a efecto de definir la necesidad de la integración de un litisconsorcio 
se debe analizar la naturaleza de la relación sustancial que se debate en el proceso, 
considerando el Despacho - en este caso en concreto - que de los hechos que se 
debaten no se evidencia que exista una relación jurídica material, única e indivisible, 
que deba resolverse de manera uniforme respecto de los sujetos que se pretende 
integren el contradictorio. 

Frente a la solicitud de vincular a este proceso en calidad de litisconsortes 
necesarios a la NACIÓN - PRESIDENCIA  DE  LA REPUBLICA- MINISTERIO DE 
HACIENDA y al DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA,  
cabe destacar que ninguna de las entidades antes mencionadas fueron las 
encargadas de expedir los actos administrativos demandados, y atendiendo que lo 
que se busca con la presente demanda es la nulidad y restablecimiento del derecho 
de un acto administrativo de carácter particular, y que fuere expedido por el Director 
Seccionales  de  Administración  Judicial  y  el  Director  Ejecutivo  de  Administración 
Judicial, no es viable vincular a dichas entidades, para que respondan por actos 
ajenos a su competencia. 

Debe resaltarse la diferencia existente entre la necesidad de resolver de manera 
uniforme la cuestión litigiosa y la creencia de considerar que otra entidad debería 
responder a nombre de la Rama Judicial en caso de una eventual condena, la 
primera que se tiene como el propósito de la integración de un litisconsorcio, y la 
segunda que se maneja a través del llamamiento en garantía. El hecho que la 
apoderada judicial de la Rama Judicial considere que la NACIÓN -PRESIDENCIA  
DE  LA REPUBLICA- MINISTERIO DE HACIENDA y al DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, podrían  eventualmente verse  
perjudicadas  o  beneficiadas  con  la  decisión  que  se  tomara  en  el  caso 
correspondiente a las reclamaciones salariales acá  pretendidas, no implica per se 
que este proceso no pueda tramitarse sin la intervención absolutamente necesaria 
de las entidades antes señaladas, toda vez que la conformación de la parte pasiva 
en los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho se debe realizar teniendo 
en cuenta a las entidades de las cuales emanaron los  actos  sobre  los  cuales  se  



va  a ejercer control de legalidad, quienes en últimas serían responsables de la 
vulneración del derecho subjetivo, y por ende las encargadas de responder; razón 
suficiente para considerar que tal como está integrado el proceso es posible dictar 
sentencia de fondo sin necesidad de vincular a la Nación - Presidencia de la 
República – Ministerio de Hacienda – Departamento Administrativo de la Función 
Pública. 

2. EXCEPCIONES. 

En este punto se acota que el apoderado judicial de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, propuso como 
excepciones las de (i) Legalidad de los decretos posteriores al 2007, y (ii) 
Prescripción, las cuales, por no ostentar la calidad de previa, serán abordadas al 
momento de proferir la respectiva sentencia, en el fondo del asunto. Esto, de 
conformidad con lo dispuesto en el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el 
artículo 38 de la Ley 2080 de 2021.  
 

3. DECRETO DE PRUEBAS.  
 

a. Pruebas de la parte demandante.  
 

- Documentales aportados: hasta donde la ley lo permita, ténganse como 
pruebas los documentos que se anexaron a la demanda. 
 
No existen pruebas por practicar.  
 

b. Pruebas de la parte demandada.  
 

- Documentales aportados: la parte demandada no aportó pruebas, solicitando 
tener en cuenta las arrimadas con la demanda.  
 
No existen pruebas por practicar.  
 

c. Pruebas decretadas de oficio.  
 
Ante la necesidad de información para dictar fallo de primera instancia en el 
medio de control de la referencia, este Despacho ordenará que, por 
Secretaría, se requiera a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración 
Judicial de Santa Marta para que, dentro de los tres (03) días siguientes al 
recibo de la respectiva comunicación, allegue al presente asunto la siguiente 
información: 
 

- Certificación laboral del señor JOSE DOMINGO LOBATO SILVA, identificado 
con la cédula de ciudadanía No. 7.593.553, en la cual consten los extremos 
temporales de los cargos desempeñados por el actor durante su vinculación 
a la Rama Judicial del Poder Público.  
 

- Copia del derecho de petición elevado por el señor JOSE DOMINGO 
LOBATO SILVA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 7.593.553, el 
cual dio origen al acto administrativo contenido en el Oficio DESAJSMO17-
2956 del treinta y uno (31) de octubre de 2017, “Respuesta a su petición del 
31 de octubre de 2017”, expedido por la Dirección Ejecutiva Seccional de 
Administración Judicial de Santa Marta.  
 

- Copia del recurso de apelación interpuesto por el señor JOSE DOMINGO 
LOBATO SILVA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 7.593.553, a 
través de apoderada judicial, en contra del Oficio DESAJSMO17-2956 del 
treinta y uno (31) de octubre de 2017, concedido mediante la Resolución No. 
DESAJSMR17-1441 del dieciséis (16) de noviembre de 2017, “Por la cual se 
concede un recurso de apelación”, expedida por la Dirección Ejecutiva 
Seccional de Administración Judicial de Santa Marta.  
 



4. FIJACIÓN DEL LITIGIO.  

El problema jurídico que resolver se centrará en estudiar si se encuentran viciados 
de nulidad los actos administrativos demandados, esto es,  

i. El contenido en el Oficio DESAJSMO17-2956 del treinta y uno (31) de 
octubre de 2017, “Respuesta a su petición del 31 de octubre de 2017”, 
expedido por la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 
de Santa Marta.  
 

ii. El acto ficto o presunto derivado del silencio administrativo negativo de la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, al no notificar decisión 
alguna que resuelva el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandante en contra del acto administrativo citado en precedencia.  

En caso de existir el vicio demandado, deberá determinarse, a título de 
restablecimiento del derecho, si el demandante tiene derecho al reconocimiento, 
desde el primero (1º) de enero de 2013 y a futuro, hasta que perdure la relación 
laboral del accionante con la Rama Judicial del Poder Público, dándole el carácter 
salarial a la bonificación judicial concebida en el Decreto 383 de 2013, siendo 
necesario reliquidar y pagar las prestaciones sociales teniendo en cuenta dicho 
factor salarial y, por ende, inaplicar, al ser contrario a la Constitución y la Ley, el 
aparte: “(…) y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al 
Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud 
(…)”, contenido en el artículo 1º del Decreto 383 de 2013.  

De asistirle el derecho al actor, el Despacho deberá realizar pronunciamiento acerca 
de la prescripción, la sanción moratoria por el no pago oportuno del auxilio de 
cesantías y las costas del proceso.  

5. SANEAMIENTO.  

Este Despacho dará traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 402 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar, (C),   

 

RESUELVE 

PRIMERO: TENER POR CONTESTADA la demanda dentro del término legal por 
parte de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL.  

SEGUNDO: RECONOCER personería al Dr. CARLOS BARRANCO CAICEDO, 
portador de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 133.456 del Consejo Superior de 
la Judicatura, como apoderado judicial de la parte demandada, la NACIÓN-RAMA 
JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL en el asunto 
de la referencia, de conformidad con la parte motiva.  

TERCERO: NEGAR la solicitud de integración de litisconsorcio necesario 
presentada por la apoderada judicial de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 

CUARTO: TENER como pruebas las que obran en el plenario, de conformidad con 
la parte motiva de la presente providencia.  

QUINTO: por Secretaría, OFICIAR a la Dirección Ejecutiva Seccional de 
Administración Judicial de Santa Marta para que, dentro de los tres (03) días 
siguientes al recibo de la respectiva comunicación, allegue al presente asunto la 
siguiente información: 



- Certificación laboral del señor JOSE DOMINGO LOBATO SILVA, identificado 
con la cédula de ciudadanía No. 7.593.553, en la cual consten los extremos 
temporales de los cargos desempeñados por el actor durante su vinculación 
a la Rama Judicial del Poder Público.  
 

- Copia del derecho de petición elevado por el señor JOSE DOMINGO 
LOBATO SILVA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 7.593.553, el 
cual dio origen al acto administrativo contenido en el Oficio DESAJSMO17-
2956 del treinta y uno (31) de octubre de 2017, “Respuesta a su petición del 
31 de octubre de 2017”, expedido por la Dirección Ejecutiva Seccional de 
Administración Judicial de Santa Marta.  
 

- Copia del recurso de apelación interpuesto por el señor JOSE DOMINGO 
LOBATO SILVA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 7.593.553, a 
través de apoderada judicial, en contra del Oficio DESAJSMO17-2956 del 
treinta y uno (31) de octubre de 2017, concedido mediante la Resolución No. 
DESAJSMR17-1441 del dieciséis (16) de noviembre de 2017, “Por la cual se 
concede un recurso de apelación”, expedida por la Dirección Ejecutiva 
Seccional de Administración Judicial de Santa Marta.  

SEXTO: TENER fijado el litigio del presente proceso, conforme a la parte motiva.  

SÉPTIMO: Dar traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  
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Claudia Marcela Otalora Mahecha

Juez

Juzgado Administrativo

Transitorio

Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: cbe5b205b6646cf11d4c5f4275b664c582819b59a6681ef167015fbb703f1335

Documento generado en 20/10/2022 04:12:16 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
JUZGADO 402 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, Cesar, veinte (20) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: ROMUALDO JOSE GOMEZ ANDRADE 
DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 47-001-3333-007-2018-00229-00.  

 

Revisado el expediente de la referencia, al tenor de lo previsto en el numeral 1º del 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, que adicionó el artículo 182A del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, advierte este 
Despacho que se torna innecesario llevar a cabo audiencia inicial, teniendo en 
cuenta que concurre el evento consagrado en el literal b) del numeral 1º ibidem, 
para dictar sentencia anticipada por escrito. 

Por lo anterior, en observancia del derecho al debido proceso, se realiza el presente 
pronunciamiento respecto de la contestación de la demanda; del reconocimiento de 
personería jurídica del apoderado judicial de la parte demandada; de la solicitud de 
integración de litisconsorcio necesario; de las excepciones propuestas por la parte 
demandada; de las pruebas; de la fijación del litigio, y del saneamiento del proceso, 
así:  

1. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.  

Téngase en cuenta que, para todos los efectos, la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, contestó la demanda 
oportunamente.  

Bajo ese contexto, de acuerdo con el aparte de la contestación de la demanda y con 
el poder especial, amplio y suficiente para obrar dentro del presente asunto, este 
Despacho procederá a reconocer personería jurídica al Dr. CARLOS BARRANCO 
CAICEDO, portador de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 133.456 del Consejo 
Superior de la Judicatura, como apoderado judicial de la parte demandada, la 
NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 
JUDICIAL en el asunto de la referencia.  

1.1. DE LA SOLICITUD DE INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO 
NECESARIO POR PARTE DE LA ENTIDAD DEMANDADA. 

Ahora, procede el Despacho a resolver respecto a la solicitud de integración de 
litisconsorcio necesario planteada por el apoderado judicial de la Rama Judicial.  

En primer lugar, debe señalarse que el Código General del Proceso regula la figura 
de litisconsorcio necesario en su artículo 61 que expone: 

“ARTÍCULO 61. LITISCONSORCIO NECESARIO E INTEGRACIÓN DEL 
CONTRADICTORIO. Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos 
jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya 
de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

                                                           
1 ARTÍCULO 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor:   ARTÍCULO 182A. Sentencia 
anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:   1. Antes de la audiencia inicial:   a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) 
Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y 
la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles.   El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 
haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de 
controversia.  Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el' inciso final del artículo 181 de este código 
y la sentencia se expedirá por escrito.  No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada con base en 
este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo 
dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.  […] – Sic 

  

 

 



comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que 
intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o 
dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la 
demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para 
integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 
dispuestos para el demandado. 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez 
dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de 
parte, mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia, y concederá 
a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se 
suspenderá durante dicho término. 

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el 
juez resolverá sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a 
los demás. Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en 
litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos. 

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en 
la demanda, podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho 
litisconsorcio.” 

Al respecto, el H. Consejo de Estado con referencia al tema, en providencia del 
veintitrés (23) de febrero de 2017 dentro del proceso de radicado No 25000-23-25-
000-2008-00030-03 (1739-15) manifestó: 

“el litisconsorcio necesario se configura cuando el proceso versa sobre 
relaciones jurídicas que no es posible resolver sin la comparecencia de las 
personas que pueden afectarse o beneficiarse con la decisión o que hubieren 
intervenido en la formación de dichos actos” 

Por lo anterior, a efecto de definir la necesidad de la integración de un litisconsorcio 
se debe analizar la naturaleza de la relación sustancial que se debate en el proceso, 
considerando el Despacho - en este caso en concreto - que de los hechos que se 
debaten no se evidencia que exista una relación jurídica material, única e indivisible, 
que deba resolverse de manera uniforme respecto de los sujetos que se pretende 
integren el contradictorio. 

Frente a la solicitud de vincular a este proceso en calidad de litisconsortes 
necesarios a la NACIÓN - PRESIDENCIA  DE  LA REPUBLICA- MINISTERIO DE 
HACIENDA y al DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA,  
cabe destacar que ninguna de las entidades antes mencionadas fueron las 
encargadas de expedir los actos administrativos demandados, y atendiendo que lo 
que se busca con la presente demanda es la nulidad y restablecimiento del derecho 
de un acto administrativo de carácter particular, y que fuere expedido por el Director 
Seccionales  de  Administración  Judicial  y  el  Director  Ejecutivo  de  Administración 
Judicial, no es viable vincular a dichas entidades, para que respondan por actos 
ajenos a su competencia. 

Debe resaltarse la diferencia existente entre la necesidad de resolver de manera 
uniforme la cuestión litigiosa y la creencia de considerar que otra entidad debería 
responder a nombre de la Rama Judicial en caso de una eventual condena, la 
primera que se tiene como el propósito de la integración de un litisconsorcio, y la 
segunda que se maneja a través del llamamiento en garantía. El hecho que la 
apoderada judicial de la Rama Judicial considere que la NACIÓN -PRESIDENCIA  
DE  LA REPUBLICA- MINISTERIO DE HACIENDA y al DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, podrían  eventualmente verse  
perjudicadas  o  beneficiadas  con  la  decisión  que  se  tomara  en  el  caso 
correspondiente a las reclamaciones salariales acá  pretendidas, no implica per se 
que este proceso no pueda tramitarse sin la intervención absolutamente necesaria 
de las entidades antes señaladas, toda vez que la conformación de la parte pasiva 
en los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho se debe realizar teniendo 
en cuenta a las entidades de las cuales emanaron los  actos  sobre  los  cuales  se  



va  a ejercer control de legalidad, quienes en últimas serían responsables de la 
vulneración del derecho subjetivo, y por ende las encargadas de responder; razón 
suficiente para considerar que tal como está integrado el proceso es posible dictar 
sentencia de fondo sin necesidad de vincular a la Nación - Presidencia de la 
República – Ministerio de Hacienda – Departamento Administrativo de la Función 
Pública. 

2. EXCEPCIONES. 

En este punto se acota que el apoderado judicial de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, propuso como 
excepciones las de (i) Legalidad de los decretos posteriores al 2007, y (ii) 
Prescripción, las cuales, por no ostentar la calidad de previa, serán abordadas al 
momento de proferir la respectiva sentencia, en el fondo del asunto. Esto, de 
conformidad con lo dispuesto en el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el 
artículo 38 de la Ley 2080 de 2021.  
 

3. DECRETO DE PRUEBAS.  
 

a. Pruebas de la parte demandante.  
 

- Documentales aportados: hasta donde la ley lo permita, ténganse como 
pruebas los documentos que se anexaron a la demanda. 
 
No existen pruebas por practicar.  
 

b. Pruebas de la parte demandada.  
 

- Documentales aportados: la parte demandada no aportó pruebas, solicitando 
tener en cuenta las arrimadas con la demanda.  
 
No existen pruebas por practicar.  
 

4. FIJACIÓN DEL LITIGIO.  

El problema jurídico que resolver se centrará en estudiar si se encuentran viciados 
de nulidad los actos administrativos demandados, esto es,  

i. El contenido en el Oficio DESAJ17-1391 del seis (06) de junio de 2017 
expedido por la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial 
de Santa Marta.  
 

ii. El contenido en la Resolución No. DESAJSMR17-817 del quince (15) de 
junio de 2017, “Por la cual se resuelve un recurso de reposición y se 
concede el de apelación”, expedido por la Dirección Ejecutiva Seccional 
de Administración Judicial de Santa Marta.  
 

iii. El acto ficto o presunto derivado del silencio administrativo negativo de la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, al no notificar decisión 
alguna que resuelva el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandante en contra del acto administrativo contenido en el Oficio 
DESAJ17-1391 del seis (06) de junio de 2017.  

En caso de existir el vicio demandado, deberá determinarse, a título de 
restablecimiento del derecho, si el demandante tiene derecho al reconocimiento, 
desde el quince (15) de abril de 2016 y a futuro, hasta que perdure la relación laboral 
del accionante con la Rama Judicial del Poder Público, dándole el carácter salarial 
a la bonificación judicial concebida en el Decreto 383 de 2013, siendo necesario 
reliquidar y pagar las prestaciones sociales teniendo en cuenta dicho factor salarial 
y, por ende, inaplicar, al ser contrario a la Constitución y la Ley, el aparte: “(…) y 
constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General 
de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud (…)”, contenido 
en el artículo 1º del Decreto 383 de 2013.  



De asistirle el derecho al actor, el Despacho deberá realizar pronunciamiento acerca 
de la prescripción, la indexación con base en el índice de precios al consumidor -
IPC-, la sanción moratoria por el no pago oportuno del auxilio de cesantías y las 
costas del proceso.  

5. SANEAMIENTO.  

Este Despacho dará traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 402 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar, (C),   

 

RESUELVE 

PRIMERO: TENER POR CONTESTADA la demanda dentro del término legal por 
parte de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL.  

SEGUNDO: RECONOCER personería al Dr. CARLOS BARRANCO CAICEDO, 
portador de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 133.456 del Consejo Superior de 
la Judicatura, como apoderado judicial de la parte demandada, la NACIÓN-RAMA 
JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL en el asunto 
de la referencia, de conformidad con la parte motiva.  

TERCERO: NEGAR la solicitud de integración de litisconsorcio necesario 
presentada por la apoderada judicial de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 

CUARTO: TENER como pruebas las que obran en el plenario, de conformidad con 
la parte motiva de la presente providencia.  

QUINTO: TENER fijado el litigio del presente proceso, conforme a la parte motiva.  

SEXTO: Dar traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
 
J402/COM/ear 
 

Firmado Por:

Claudia Marcela Otalora Mahecha

Juez

Juzgado Administrativo

Transitorio



Valledupar - Cesar
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JUZGADO 402 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, Cesar, veinte (20) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: DIANA FERNANDEZ DE CASTRO 
DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
RADICADO 47-001-3333-007-2020-00290-01.  

 

Revisado el expediente de la referencia, al tenor de lo previsto en el numeral 1º del 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, que adicionó el artículo 182A del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, advierte este 
Despacho que se torna innecesario llevar a cabo audiencia inicial, teniendo en 
cuenta que concurre el evento consagrado en el literal b) del numeral 1º ibidem, 
para dictar sentencia anticipada por escrito. 

Por lo anterior, en observancia del derecho al debido proceso, se realiza el presente 
pronunciamiento respecto de la contestación de la demanda; del reconocimiento de 
personería jurídica de la apoderada de la parte demandada; de la solicitud de 
integración de litisconsorcio necesario; de las excepciones propuestas por la parte 
demandada; de las pruebas; de la fijación del litigio, y del saneamiento del proceso, 
así:  

1. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.  

Téngase en cuenta que, para todos los efectos, la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, contestó la demanda 
oportunamente.  

Bajo ese contexto, de acuerdo con el aparte de la contestación de la demanda y con 
el poder especial, amplio y suficiente para obrar dentro del presente asunto, este 
Despacho procederá a reconocer personería jurídica a la Dra. DIANA CAROLINA 
NAVARRO NOGUERA, portadora de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 
155.288 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada judicial de la parte 
demandada, la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL en el asunto de la referencia.  

1.1. DE LA SOLICITUD DE INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO 
NECESARIO POR PARTE DE LA ENTIDAD DEMANDADA. 

Ahora, procede el Despacho a resolver respecto a la solicitud de integración de 
litisconsorcio necesario planteada por la apoderada judicial de la Rama Judicial.  

En primer lugar, debe señalarse que el Código General del Proceso regula la figura 
de litisconsorcio necesario en su artículo 61 que expone: 

“ARTÍCULO 61. LITISCONSORCIO NECESARIO E INTEGRACIÓN DEL 
CONTRADICTORIO. Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos 
jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya 
de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

                                                           
1 ARTÍCULO 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor:   ARTÍCULO 182A. Sentencia 
anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:   1. Antes de la audiencia inicial:   a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) 
Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y 
la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles.   El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 
haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de 
controversia.  Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el' inciso final del artículo 181 de este código 
y la sentencia se expedirá por escrito.  No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada con base en 
este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo 
dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código.  […] – Sic 

  

 

 



comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que 
intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o 
dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la 
demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para 
integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 
dispuestos para el demandado. 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez 
dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de 
parte, mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia, y concederá 
a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se 
suspenderá durante dicho término. 

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el 
juez resolverá sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a 
los demás. Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en 
litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos. 

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en 
la demanda, podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho 
litisconsorcio.” 

Al respecto, el H. Consejo de Estado con referencia al tema, en providencia del 
veintitrés (23) de febrero de 2017 dentro del proceso de radicado No 25000-23-25-
000-2008-00030-03 (1739-15) manifestó: 

“el litisconsorcio necesario se configura cuando el proceso versa sobre 
relaciones jurídicas que no es posible resolver sin la comparecencia de las 
personas que pueden afectarse o beneficiarse con la decisión o que hubieren 
intervenido en la formación de dichos actos” 

Por lo anterior, a efecto de definir la necesidad de la integración de un litisconsorcio 
se debe analizar la naturaleza de la relación sustancial que se debate en el proceso, 
considerando el Despacho - en este caso en concreto - que de los hechos que se 
debaten no se evidencia que exista una relación jurídica material, única e indivisible, 
que deba resolverse de manera uniforme respecto de los sujetos que se pretende 
integren el contradictorio. 

Frente a la solicitud de vincular a este proceso en calidad de litisconsortes 
necesarios a la NACIÓN - PRESIDENCIA  DE  LA REPUBLICA- MINISTERIO DE 
HACIENDA y al DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA,  
cabe destacar que ninguna de las entidades antes mencionadas fueron las 
encargadas de expedir los actos administrativos demandados, y atendiendo que lo 
que se busca con la presente demanda es la nulidad y restablecimiento del derecho 
de un acto administrativo de carácter particular, y que fuere expedido por el Director 
Seccionales  de  Administración  Judicial  y  el  Director  Ejecutivo  de  Administración 
Judicial, no es viable vincular a dichas entidades, para que respondan por actos 
ajenos a su competencia. 

Debe resaltarse la diferencia existente entre la necesidad de resolver de manera 
uniforme la cuestión litigiosa y la creencia de considerar que otra entidad debería 
responder a nombre de la Rama Judicial en caso de una eventual condena, la 
primera que se tiene como el propósito de la integración de un litisconsorcio, y la 
segunda que se maneja a través del llamamiento en garantía. El hecho que la 
apoderada judicial de la Rama Judicial considere que la NACIÓN -PRESIDENCIA  
DE  LA REPUBLICA- MINISTERIO DE HACIENDA y al DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, podrían  eventualmente verse  
perjudicadas  o  beneficiadas  con  la  decisión  que  se  tomara  en  el  caso 
correspondiente a las reclamaciones salariales acá  pretendidas, no implica per se 
que este proceso no pueda tramitarse sin la intervención absolutamente necesaria 
de las entidades antes señaladas, toda vez que la conformación de la parte pasiva 
en los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho se debe realizar teniendo 
en cuenta a las entidades de las cuales emanaron los  actos  sobre  los  cuales  se  



va  a ejercer control de legalidad, quienes en últimas serían responsables de la 
vulneración del derecho subjetivo, y por ende las encargadas de responder; razón 
suficiente para considerar que tal como está integrado el proceso es posible dictar 
sentencia de fondo sin necesidad de vincular a la Nación - Presidencia de la 
República – Ministerio de Hacienda – Departamento Administrativo de la Función 
Pública. 

2. EXCEPCIONES. 

En este punto se acota que la apoderada judicial de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, propuso como 
excepciones las de (i) Prescripción trienal, e (ii) Inexistencia del derecho reclamado, 
las cuales, por no ostentar la calidad de previas, serán abordadas al momento de 
proferir la respectiva sentencia, en el fondo del asunto. Esto, de conformidad con lo 
dispuesto en el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 38 de 
la Ley 2080 de 2021.  
 

3. DECRETO DE PRUEBAS.  
 

a. Pruebas de la parte demandante.  
 

- Documentales aportados: hasta donde la ley lo permita, ténganse como 
pruebas los documentos que se anexaron a la demanda. 
 
No existen pruebas por practicar.  
 

b. Pruebas de la parte demandada.  
 

- Documentales aportados: Respecto a los documentos allegados por la parte 
demandada, los cuales conforman la hoja de vida laboral de la señora DIANA 
FERNANDEZ DE CASTRO, este Despacho las rechazará de plano, por ser 
manifiestamente superfluas, dado que no se dirigen a probar como ciertos o 
falsos los hechos del medio de control de la referencia. Lo anterior, de 
conformidad con el artículo 168 del Código General del Proceso.  
 
No existen pruebas por practicar.  
 

c. Pruebas decretadas de oficio.  
 
Ante la necesidad de información para dictar fallo de primera instancia en el 
medio de control de la referencia, este Despacho ordenará que, por 
Secretaría, se requiera a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración 
Judicial de Santa Marta para que, dentro de los cinco (05) días siguientes al 
recibo de la respectiva comunicación, allegue al presente asunto la siguiente 
información: 
 

- Copia del derecho de petición elevado el once (11) de agosto de 2017 por la 
señora DIANA FERNANDEZ DE CASTRO, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 36.537.556, el cual dio origen al acto administrativo contenido 
en el Oficio DESAJSMO17-1996 del catorce (14) de agosto de 2017, 
expedido por la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de 
Santa Marta.  
 

- Certificación laboral de la señora DIANA FERNANDEZ DE CASTRO, 
identificada con la cédula de ciudadanía No. 36.537.556, en la cual consten 
los extremos temporales de los cargos desempeñados por la actora durante 
su vinculación a la Rama Judicial del Poder Público.  
 

- Actos administrativos a través de los cuales se efectúa el reconocimiento y 
la liquidación definitiva de prestaciones sociales y auxilio de cesantías de la 
señora DIANA FERNANDEZ DE CASTRO, identificada con la cédula de 



ciudadanía No. 36.537.556, en razón a posibles desvinculaciones a la Rama 
Judicial del Poder Público.  
 

De no contar con los actos administrativos que efectúan el reconocimiento y 
la liquidación definitiva de prestaciones sociales y auxilio de cesantías de la 
actora, informar (i) de qué forma se realizó tal liquidación definitiva, y en qué 
fecha; (ii) qué valores le fueron reconocidos y cancelados a la demandante; 
(iii) si estas liquidaciones se encuentran en firme, y (iv) si, frente a estas, la 
accionante elevó reclamo, reparo o recurso alguno.  
 

4. FIJACIÓN DEL LITIGIO.  

El problema jurídico que resolver se centrará en estudiar si se encuentran viciados 
de nulidad los actos administrativos demandados, esto es,  

i. El contenido en el Oficio DESAJSMO17-1996 del catorce (14) de agosto 
de 2017, expedido por la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración 
Judicial de Santa Marta.  
 

ii. El acto ficto o presunto derivado del silencio administrativo negativo de la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, al no notificar decisión 
alguna que resuelva el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandante contra el acto administrativo precedente, concedido 
mediante la Resolución No. DESAJSMR17-973 del quince (15) de agosto 
de 2017, expedida por la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración 
Judicial de Santa Marta. 

En caso de existir el vicio demandado, deberá determinarse, a título de 
restablecimiento del derecho, si la demandante tiene derecho: 

a) Al reconocimiento, desde el primero (1º) de enero de 2005 y a futuro, hasta 
que perdure la relación laboral de la demandante con la Rama Judicial del 
Poder Público, dándole el carácter salarial a la bonificación por actividad 
judicial dispuesta en el Decreto 3131 de 2005, modificado por el Decreto 
3382 de 2005, siendo necesario reliquidar y pagar las prestaciones sociales 
teniendo en cuenta dicho factor salarial y, por ende, inaplicar, al ser contrario 
a la Constitución y la Ley, el aparte: “(…) sin carácter salarial (…)” del Decreto 
3131 de 2005, modificado por el Decreto 3382 de 2005.  
 

b) Al reconocimiento, desde el primero (1º) de enero de 2013 y a futuro, hasta 
que perdure la relación laboral de la demandante con la Rama Judicial del 
Poder Público, dándole el carácter salarial a la bonificación judicial concebida 
en el Decreto 383 de 2013, siendo necesario reliquidar y pagar las 
prestaciones sociales teniendo en cuenta dicho factor salarial y, por ende, 
inaplicar, al ser contrario a la Constitución y la Ley, el aparte: “(…) y 
constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud 
(…)”, contenido en el artículo 1º del Decreto 383 de 2013.  

De asistirle el derecho a la actora, el Despacho deberá realizar pronunciamiento 
acerca de la prescripción, la indexación con base en el índice de precios al 
consumidor -IPC-, los intereses moratorios y las costas del proceso.  

5. SANEAMIENTO.  

Este Despacho dará traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 402 Administrativo Transitorio del Circuito de 
Valledupar, (C),   

 



RESUELVE 

PRIMERO: TENER POR CONTESTADA la demanda dentro del término legal por 
parte de la RAMA JUDICIAL. 

SEGUNDO: RECONOCER personería a la abogada DIANA CAROLINA NAVARRO 
NOGUERA, portadora de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 155.288 del 
Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada de la NACIÓN-RAMA 
JUDICIAL-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL en el asunto 
de la referencia, de conformidad con la parte motiva.  

TERCERO: NEGAR la solicitud de integración de litisconsorcio necesario 
presentada por la apoderada judicial de la NACIÓN-RAMA JUDICIAL-DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 

CUARTO: TENER como pruebas las aceptadas en el plenario por este Despacho, 
de conformidad con la parte motiva de la presente providencia.  

QUINTO: por Secretaría, OFICIAR a la Dirección Ejecutiva Seccional de 
Administración Judicial de Santa Marta para que, dentro de los cinco (05) días 
siguientes al recibo de la respectiva comunicación, allegue al presente asunto la 
siguiente información: 

- Copia del derecho de petición elevado el once (11) de agosto de 2017 por la 
señora DIANA FERNANDEZ DE CASTRO, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 36.537.556, el cual dio origen al acto administrativo contenido 
en el Oficio DESAJSMO17-1996 del catorce (14) de agosto de 2017, 
expedido por la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de 
Santa Marta.  
 

- Certificación laboral de la señora DIANA FERNANDEZ DE CASTRO, 
identificada con la cédula de ciudadanía No. 36.537.556, en la cual consten 
los extremos temporales de los cargos desempeñados por la actora durante 
su vinculación a la Rama Judicial del Poder Público.  
 

- Actos administrativos a través de los cuales se efectúa el reconocimiento y 
la liquidación definitiva de prestaciones sociales y auxilio de cesantías de la 
señora DIANA FERNANDEZ DE CASTRO, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 36.537.556, en razón a posibles desvinculaciones a la Rama 
Judicial del Poder Público.  
 

De no contar con los actos administrativos que efectúan el reconocimiento y 
la liquidación definitiva de prestaciones sociales y auxilio de cesantías de la 
actora, informar (i) de qué forma se realizó tal liquidación definitiva, y en qué 
fecha; (ii) qué valores le fueron reconocidos y cancelados a la demandante; 
(iii) si estas liquidaciones se encuentran en firme, y (iv) si, frente a estas, la 
accionante elevó reclamo, reparo o recurso alguno.  

SEXTO: TENER fijado el litigio del presente proceso, conforme a la parte motiva.  

SÉPTIMO: Dar traslado a las partes dentro del término de ejecutoria para que 
manifiesten sobre la existencia de algún vicio o irregularidad que pueda afectar lo 
actuado hasta este momento.  

 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 
 
 

CLAUDIA MARCELA OTÁLORA MAHECHA 
Juez  

 
 
J402/COM/ear 
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